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TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

SAI,A SEGI'NDA

Sección Tercera

Excmos.  Sres. :

Don Franeisco Rubio Llorente

Don Eugenio Díaz Einil

Don José Luis de ].os Dlozos y

de los Mozos

ñriu. de Registro: LL6/9L

Agtn¡:fO: Recurso de amFaro

pronovido por la entidad IIPTIT!

TNGENTERTA, S.A. r.

SOBRE: Sentencia de la Sección

Décimosexta de la Audiencia

Provincial de Barcelona que

desestimó recurso de apelación

contra la dictada por el üuz-

gado de Primera Instancia núm.

l- de Granollers, sobre recla-

mación de cantidad.

La Sección ha examinado el recurso de amparo promovido por
rPTl[ TNGENTERTA, S.A. rl

I. ATÍTECEDEIÚTES

l-. Mediante escrito registrado en este Tribunal eI día L6

de enero de L99L, don Francisco Pizarro Ramos, Procurador de

1os Tribunales, en nombre y representación de ITPTM INGENIERIA,

S.A.rr, interpuso recurso de emFaro contra la Sentencia de Ia

Sección Décimosexta de Ia Audiencia Provineial de Barcelona, de

L4 de dicieubre de l-990, q[ue desestiuó recurso de apelación

contra la dictada por eI Juzgado de Primera Instancia núm. L de
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Granolrers, de 9 de octubre de i-989, €D autos sobre reclamación

de cantidad.

2. De 1a demanda, y de 1as resoluciones judiciales que a la
misma se adjuntan, resultan J-os siguientes antecedentes
fácticos:

a) I,a demandante de amparo, rrPTlr{ INGENIERIA, S.A.r,
encargó a TTTECNOII{OLDE, S.A.rt en febrero de L986 Ia fabricación
de dos moldes por el precio de 1.663.2oo,- ptas.. rTEcNoIt{oLDE,

s.A-rr libró a cargo de ttPTM TNGENTERTA, s.A.rr una letra de ven-
cimiento de fecha 30 de abri l  de 1986 por valor de 243.ooor-
ptas., como antici-po a cuenta de ra cantidad tota1, la cual fue
debidamente atendida a su vencimiento. Con fectra 30 de julio de
l-986, y según ro acordado por ambas partes, uTEcNol[oLDE, s.A.n
puso en circulación a efectos de vencimiento de fecha 3O de oc-
tubre de L986 cuatro cambiales por varor cada uno de erlos de
355.0o0r- ptas.. Aplazado su pago, a sol icitud de la denandante
de amparo, hasta e1 día l-o de diciembre de l-986r Do fueron pa-
gados. Solicitado nuevo aplazamiento hasta el día l-O de enero
de r9a7, 1as canbiales resultaron asinisno impagad.as a su ven-
ciniento.

b) TTTECNO¡{OLDE, S.A.rr pronovió juicio declarativo

de menor cuantía contra la demandante de amFaro rrPTtrfi INGENIE-
RIA, S.A. rr ante e1 Juzgado de primera Instancia nr,im. L de
Granolrers, en er gue Ia solicitante de amFaro no compareció en
el térnino de emplazamiento, siendo declarada en rebeldía. Re-
cibido e1 preito a prueba, prestó confesión en juicio e1 repre-
sentante legal de I'PT!{ TNGENTERTA, s.A.rr, guien reconoció los
hechos relatados en e1 apartado anterior, según se recoge en la
Sentencia de instancia.

E1 Juzgado de primera Instancia nrim. L de
Granollers dictó sentencia con fecha 9 de octubre de L999, por
ra que condenó a rrPTIr[ TNGENTERTA, s.A.tr a abonar a la actora,
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r rTEcNoIqoLDE, s .A.r t ,  Ia  cant idad de L.529.ooor-  p tas. ,  así  como
las costas de 1a instancia por temeridad y mala fe.

c) Contra 1a citada Sentencia interpuso la deman-
dante de emFaro recurso de apelación, en e]- gue solicitaba que

se rechazase la pretensión formulada por IITECNOUOLDETS.A.TT en
base, por un lado, a que existÍa falta de legitimación pasiva

Yt por otro, al defectuoso cumpliniento por !|TECNOII{OLDE, S.A.rl
de Ia prestación pactada y en cuya virtud se reclamó el pago

del precio convenido.

d) Asimismo, solicitó eI recibimiento del pleito a
prueba, dI amparo de1 nrim. 5 del art. 963 de la Ley de
Enjuciamiento civil (L.E.C. ), acordando 1a Sección Décinosexta

de 1a Audiencia Provincial de Barcelona, por Auto de 26 de
abril de L99o, acceder a ro solicitado, si bien denegó la prác-

tica de la docr¡mental consistente en que se dirigiesen sendos
oficios a las entidades mercantiles ttBanco Españo1 de Créditotr
y rrBanca catalanarr para gue certificaran, a la vista de sus ar-
chivos, a qué personas o entidades pertenecían 1as cuentas en
las que habían sido cargadas 1as cantidades pagadas por la en-
tidad contratante con trTEcNoMoLDErs.A.tt y a 1as que iban diri-
gidas las caubiares impagradas, así como respecto a la testifi-

car propuesta no se admitió como testigo a don Eduardo García

Tornero.

Recurrido eI Auto en súplica, fue confir:mado por

Auto de L7 de julio de L990, eD el gue en relación a ra no ad-
misión como testigo de don Eduardo García Tornero se señala
ttque el mismo es Apoderado de 1a Sociedad demandada ( trPTM INGE-

NIERIA, S.A.tt), por 1o gue respecto a1 mismo no cabe practicar

dicha pruebatt y en relación a la documental rechazada se dice
que trla razón jurídica de 1a no admisión es que no puede admi-
tirse como ta1 prueba docr¡mental unas pretendidas certificacio-

nes expedidas por entidades mercantiles que carecen de fe pú-

b l icar t .
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e) Por Sentencia de L4 de diciembre de l_990, Ia Au-
diencia Provincial desestinó eI recurso de apelación. Respecto
a 1os dos motivos en los qtue 1a demandante de amFaro fundamen-
taba e1 citado recurso, consideró la Aud.iencia, respecto a la
alegación de que había existido un defectuoso cun¡llimiento por
ItTEcNoMoLDE, s.A.rr en 1a prestación der servicio pactado, ![üe
se trataba de una alegación ex novo que no había sido planteada

en primera instancia, por 1o que no podía ser abordada en la
apelación ya que en rrnuestro ordenamiento jurídico está prohi-
bido introducir en 1a segunda instancia alegaciones no efectua-
das en 1a primera instancia por las partesr, notivo por e1 cual
debía rechazarse si-n necesidad de proceder a su examen.

Acotado el á¡nbito de la apelación a Ia falta de
legitinación pasiva invocada por la ahora demandante de amFaro
y 9ue basaba en haber sido otra entidad distinta (Proyectos
Técnicos de Maquinaria de rngeniería, s.A.) y no rtpTll[ TNGENTE-
RIA, S.A.rr la qlue contrató con TTTECNOMOLDE, S.A.t, aguélIa fue
desestimada por Ia Audiencia a partir del resultado obtenido de
1a prueba practicada, pues no se infiere ra veracidad de ro
afi-rmador on primer rugar, trporgue no es dable al demandado ne-
gar ahora 1o gue ha reconocido en primera instancia, puesto gue
er 1egal representante de agué1 comparece para absolver posi-

ciones reconociendo 1os hechos en gue funda su derecho el actor
y es ese mismo 1egal representante de aguéI el gue otorga pode-
res al Procurador para poder interponer este recurso de apela-
cióntr , y t en segundo 1ugar, porque no es ad¡nisible ra afirma-
ción der demandado en cuanto se basa en un provocado y aceptado
confusionismo entre dos sociedades de idéntico nonbre comer-
ciar, confusionismo gue ni siguiera se ha acreditado que exista
ya que 1os documentos en que basa su afirmación carecen de
fuerza probatoria aI ser simplenente unas fotocopias de docu-
nentos públicos gue ni siquiera están contrastad,os con Ia cer-
tificación ex¡ledida por el Registro Mercantil a instancia de1
propio apelante.
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3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la demanda de
amFaro, sostiene la recurrente gue 1a Sentencia de la Audiencia
Provincial de Barcelona, y en lo menester la dictada por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Granollers, ha vulnerado
su derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes (art.
24.2 C.E.), al haberse inadnit ido Ia docr¡mental consistente en
solicitar del Banco Español de crédito y de Banca catalana cer-
tificaciones relativas a las entidades titulares de las cuentas
a ras que habían sido cargadas ras cantidades abonadas y las

ge
I

canbiales inpagradas, con lo que pretendía demostrar que

aguellas cuentas bancarias pertenec{an a trProyectos Técnicos de
It4aguinaria e Ingeniería, S.A.tt y nd a rpTM INGENIERIA, S.A.ri
su derecho a Ia presunción de inocQncia (art. 24.2 C.E.), por
haber sido condenada pese a Ia certificación de1 Registro Mer-
cantil en Ia gue consta que ITPTM TNGENTERTA, s.A.rt fue consti-
tuida mediante escritura otorgada el 26 de noviembre de L}BT e
inscrita en el Registro eI 24 de dicienbre de Lga7, de forma
que cuando se suscribió eJ- contratg con 'TTECNOUOLDE, S.A.rt -3

de febrero de l-986- no había nacidol.ún a la vida juridicar no
coincidiendo además el número de identificación fiscal de
TTPROYECTOS TECNICOS DE UAQUINARIA E INGENIERIA, S.A. tt y eI de
frPTM INGENIERIA, S.A.tr; y, finalmerlte, su derecho a la tutela
judicial efectiva sin que en ningún caso pueda producirse

indefensión (art. z4.L c.E. ), al h{bérsele l initado en la se-
gunda instancia la posibilidad de fprnular alegaciones no rea-
lizadas en primera instanciar €n

día, no habiend.o entrado en el

Provincial.

1a lgue fue declarada en rebel-

fondo de1 asunto Ia Audiencia

Por ello, suplicó al Tribunal Constitucional Ia adnisión a
tránite de 1a presente demanda y dicte en su día sentencia por
1a que se otorg"ue el amparo solicitado y se decrete 1a nulidad
de la sentencia de la Audiencia provincial, y en 1o que fuera
menester, 1a de1 Juzgado de primera rnstancia núm. L de
Granollers, asimismo, subsidiarianente, 1a del Auto de la Au-
diencia Provincial de 26 de abrir {e r,99o que denegó la prácti-
ca de la prueba documental antes referida.
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4. Por providencia de 30 de abril de l-99L, la sección Ter-
cera acordó, de conformidad con 1o dispuesto en el art. 5o.3
r,orc, conceder a 1a demandante de amparo y al Ministerio Fisca1
un plazo común de diez días para que formulen, con las aporta-
ciones documentales que procedan, las alegaciones que conside-
ren pertinentes en relación con la carencia manifiesta de con-
tenido constitucional de J-a demanda [art. 5O.]- c) LOTCI.

5. La recurrente, por escrito registrado con fecha de L6 de
mayo de L993-, evacuó el traslado conferido y reiteró, sucinta-
mente, las aleqaciones formuladas en ra demanda, suplicando al
Tribunal constitucional ra adraisión a trámite de la misma.

6. Por su parte, €1 Ministerio Fiscal en su escrito de ale-
gaciones, registrado eon fecha de 2l- de mayo de l-99L, interesó,
de acuerdo con los arts. 86.1 y go r,orc, €D relación con el
art. 372 L.E.c., 1a inadnisión der recurso de amparo por care-
cer manifiestamente la demanda de contenido que justifigue una
decisión sobre er fondo de la misma por parte d.e este Tribunal

fa r t .  50 . ] .  c )  LoTc l  .

La presunta vioración deI derecho a la presunción de ino-
cencia, dice en su escrito, Do puede ser tenid.a en cuenta por-
que sóIo es aplicable a 1os procesos por delito, de resultado
sancionador o limitativos de derechos, Do siendo extensible,
según reiterada doctrina constitucional, a las relaciones con-
tractuales civiles. Además en el presente supuestor €n eI que
se trata de determinar si la actora es titular o no de un con-
trato, 1a titularidad aparece acreditada por la actividad pro-
batoria que se recoge en la sentencia y que valorada por el ór-
gano judicial constituye un fundamento váIido de Ia resolución
impugnada. De otra parter €D cuanto a la invocada vulneración
de1 derecho constitucional a 1a prueba, 1a demandante no acre-

0
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dita eI carácter esencial de 1a prueba solicitada y denegada,
razonando eI Tribunal J-a declaración de impertinencia, razona-
miento que no es arbitrario porque las certificaciones pedidas

tenían carácter privado y 1as entidades mercantiles que habían
de expedirlas carecían de fe púbIica. Finalmente, ra misma
suerte ha de correr la denunciada violación del derecho a la
tutera judicial efectiva, pues, de un lado, atendida ta natura-
reza del recurso de aperación, las alegaciones gue la recurren-
te pretendía que se discutiesen en J-a segrunda instancia no fue-
ron efectuadas en 1a primera, y, de otro lador €D esta instan-
cia la demandante optó por una pasiva actitud procesal.

II. FT'NDAüEIÜIIOS JI'RIDICOS

l-. Procede confirmar ]-a causa de inadmisión consistente en
carecer la demanda de amparo manifiestamente de contenido cons-
titucional que justifigue una decisión sobre el fondo de ra
mlsna por parte del Tribunal constitucional [art.50.]- c)
r-.,orcl , puesta de manifiesto err nuestra providencia de 30 de
abri l  de L99l-.

Efectivamente, las cuestiones que se planteant en er presen-

te recurso de anparo estriban en determinar si Ia Sentencia de
la Audiencia Provinciar, pues no se alcanza a comprend.er en qué

medida la lesión de derechos fundanentales gue se invoca puede

ser imputable a 1a dictada por eI Juzgado de Primera instancia
núm. l- de Granollers dada 1a situación procesal de rebeldía por

1a que voluntariamente optó 1a recurrente de anparo, ha vurne-
rado a ésta sus derechos a 1a utilización de los medios de
prueba pert inentes (art. 24.2 c.E.), a la presunción de ino-
cencia (art. 24.2 c.E. ) y a la tutela judicial efectiva sin
inde fens ión  (a r t .  24 .1  C .E .  ) .

2. En primer lugar, invoca Ia demandante de amparo

la vulneración de1 derecho a Ia utilización de los medios de
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prueba pert inentes (art. 24.2 c.E.), por no traberle sido admi-
tida por Ia Audiencia Provincial la documental consistente en
solicitar del Banco Español de Crédito y de Banca Catalana sen-
das certificaciones, a ra vista de los archivos, sobre las en-
tidades titulares de las cuentas bancarias a 1as que fueron
cargadas Ias cantidades abonadas a rrTEcNoItloLDE, s.A. tr y 1as
cambiales impagadas. Reiteradamente ha seña1ado este Tribunal
que el art. 24.2 c.E. no otorga el derecho a que sean aceptados
indiscriminad.amente todos ros medios de prueba propuestos por
las partes y que la valoración de su pertinencia corresponde a
los Tribunares ordinarios, 1os cuares pueden negarse a admitir
argruna de 1as pruebas sin infringir por ello dicho precepto
constitucj-onal sienpre gue dicha negativa no resulte infundada.
Asimismo, ha declarado repetidamente que para poder apreciar
una posible vulneración del art. 24.t c.E. debido a 1a
inadmisión de medios probatorios es preciso no sólo que la
prueba sea pertinente, sino tanbién que sea rerevante para ra
decisión sobre 1a pretensión objeto der litigio, d.e tal forma
que dicha inadmisión suponga una merma indebida de 1as posibi-
l idades de defensa (entre otras, ssrc 4a/LgB6:- LAg y L7o/L9gz).
Pues bien, Ia Aud.iencia provincial basó su decisión de
inadnitir aguella prueba documental propuesta porque ras enti-
dades mercantiles que habían de expedir J-as certificaciones ca-
recían de fe púbrica, de modo que en este easo 1a denegación es
jurídicamente fundada, o dicho de otro nodo, la prueba no era
pertinente, ya que resultaba ineficaz, por carecér dichas enti-
dades de fe púbrica, para demostrar la invocada falta de
legitimación pasiva por ser empresas distintas rrProyectos Téc-
nicos de Maguinaria e rngeniería, s.A. rr y *prM TNGENTERTA,
s-A.rr. Aquella denegación, por tanto, en modo argruno puede con-
siderarse constitutiva de violación del derecho a la utiliza-
ción de los medios de prueba pertinentes, Di su alegación como
fundamento de1 amparo solicitado tiene contenido constitucio-
nal, sin gué, además, Ia recurrente en a¡nFaro manifieste ni
acredite la relevancia de aguella inadmisión en Ia decisión so-
bre 1a pretensión objeto del litigio, pues ni siquiera las fo-
tocopias de los docr¡nentos público5 en 1os que basaba su afir-
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mación de que se trataba de dos empresas dietint,as eet,aban con*

traet,adae con la certif icación expedida por el Regietro Mercan-

t,il a instancia de la propia demandante de amparo.

Ta¡nbién alega la recurrente en amparo 1a vulneración del

derecho a la preeunción de inocencia (art .  24.2 C.E.) ,  a l  haber

Eido condenada a pe6ar de que según certificación del Regietro

lfercant,il su constitución habfa tenido lugar en fecha poaterior

a la de la celebración deL contrato con "TECNOMOLDE, S,A. ". Maa

al afirmar esto ee deja de lado el hecho de que el ámbito pro-

pio de la preeunción de inocencia, como ha señalado eate Tribu-

nal, es eI de loe procesos por delito, el de los sancionadorea
y aquellos ot,roe que comportan una limitación de derechoer por

Io que eólo interpretando la preeunción de inocencia de un modo

abuaivo se puede prétender su aplj.cación a las relacioneg con-
tractualee, como eE el  caso (STC 52/L989; ATC L234/L988r.  Ade-

má4, la relación de los hechos objeto de prueba, las coneidera-

cionee jurfdicae que en virtud de ellos se hacen y lae conclu-

Eionee que por combinación de ambos obtiene el órgano judicial

no constituyenr €o ningrln caao, mat,eria propia de Ia preaunción

de inocencia, que opera cuando se produce una condena ein prue-

ba de cargo suficient,e, razones por las que la alegación de Ia

demandant,e debe ser deseetimada.

Finalment,e, debe también rechazarse la gueja por

indefeneión gue, con, vulneración del derecho a }a tut,ela judi-

c ia l  efect , iva (art ,  
'24.L 

C.E.) ,  fundament,a la actora en la ne-
gativa de Ia Audiencia Provincial a examinar uno de loe motivoe
en los que basó aquélla eI recurao de apelación, cual era el
cunpliniento defect,uoso por l"a demandante y apelada de la
preetación pactada. Puee al tratarse de una cuest,ión nueva que

no habfa eido planteada en Ia inst,ancia, Ia Audiencia Provin-

cial no podfa proceder al examen de dicha alegación en razón de

La naturaleza revisora del recurao de apelación en nueetro

ordenamiento jurfdicor gu€ t,iene como efecto el de llevar al

conocimiento det Tribunal ad quem eI debate proceeal en' loa
miemoe t,érmj.nos en que fue planteado por las partee y resuelto
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por e]. üuez en la primera instancia. A 1o que no puede oponerse

Ia situación de rebeldía en la gue fue declarada Ia {emandante
de amparo por el órgano a quo, pues, pese a ser debidalnente em-
plazada y tener conocimiento deI proceso, voluntariamente optó

por aquella situación procesal t y, como reiteradamente tiene

déclarado este Tribunal, no sufre indefensión guien, pese a te-

ner conocimiento del juicio, Do actúa con 1.a diligencia exigi-

ble y adopta una actitud pasiva, pretendiendo atrora obtener una

ventaja de la marginación procesal en la que voluntariamente se

colocó.

En virtud de todo 1o ex¡ruesto, J.a Sección acuerda la

inadmisión del recurso y el archivo de las actuaciones.

Itladrid a diecisiete de junio de

uno.

miJ- novecientos noventa y


